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Resumen


La crisis ambiental que enfrentamos actualmente implica una serie de retos frente a la protección del ambiente como un elemento fundamental para garantizar una vida digna y saludable para las generaciones presentes y futuras. Las reflexiones sobre los procesos y estrategias en la gestión ambiental representan un paso importante para asumir nuevas rutas en relación con el trabajo tanto de las autoridades como de los diferentes actores sociales en el cuidado del planeta. Asuntos como la protección de los ecosistemas, la lucha contra el cambio climático o el reconocimiento de nuevos sujetos de derechos se encuentran en el centro de las discusiones ambientales, por lo cual es imprescindible contar con un marco conceptual y jurídico que posibilite avanzar en este tipo de análisis y que, a su vez, aporte elementos para un derecho y una gestión ambiental que incluyan diversas visiones y la representación adecuada de los intereses, en especial los relacionados con las personas y los grupos vulnerables. En el marco de los 25 años de la especialización en Derecho Ambiental y de la labor de investigación científica de la maestría en Derecho y Gestión Ambiental de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, esta obra hace un aporte académico e interdisciplinar a través de tres ejes temáticos de gran relevancia y que hacen parte de algunos de los principales debates ambientales contemporáneos.
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Current debates on environmental law and management


Abstract


The environmental crisis that we are facing today implies a series of challenges regarding the protection of the environment as a fundamental element to guarantee a dignified and healthy life for present and future generations. Reflections on processes and strategies in environmental management represent an important step to find new routes regarding the work of both the authorities and different social actors in caring for the planet. Issues such as the protection of ecosystems, the fight against climate change, or the recognition of new subjects of rights are at the center of environmental discussions, which is why it is essential to have a conceptual and legal framework that makes it possible to advance in this type of analysis while providing elements for an environmental law and management that include different visions and the adequate representation of interests, especially those of vulnerable people and groups. Within the framework of 25 years of the Specialization in Environmental Law and the scientific research work carried out in the Master’s in Environmental Law and Management at the Faculty of Jurisprudence of the Universidad del Rosario, this study constitutes an academic and interdisciplinary contribution through three thematic areas of great relevance, which are also part of the current main environmental debates.
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Introducción


La crisis ambiental que enfrentamos actualmente implica una serie de retos frente a la protección del ambiente como un elemento fundamental para garantizar una vida digna y saludable para las generaciones presentes y futuras. Las reflexiones sobre los procesos y estrategias en la gestión ambiental representan un paso importante para asumir nuevas rutas en relación con el trabajo, tanto de las autoridades como de los diferentes actores sociales en el cuidado del planeta.


Es por ello que desde la academia se deben asumir nuevas tareas investigativas sobre estos temas para que así, a partir del trabajo educativo, se puedan aportar elementos que permitan comprender las complejas dinámicas, percepciones y temáticas que se encuentran en proceso de consolidación, en aras de lograr la defensa del derecho a gozar de un ambiente sano.


Asuntos como la protección de los ecosistemas, la lucha contra el cambio climático o el reconocimiento de nuevos sujetos de derechos se encuentran en medio del debate, por lo cual es imprescindible contar con un marco conceptual y jurídico que posibilite avanzar en este tipo de discusiones y que, a su vez, aporte elementos para una gestión ambiental que incluya diversas visiones y la representación adecuada de los intereses, en especial, los relacionados con las personas y grupos vulnerables.


Desde la perspectiva jurídica, la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario desde hace 25 años ha estado a la vanguardia de los grandes debates ambientales en Colombia y en América Latina. Por ello, su especialización y la maestría en Derecho y Gestión Ambiental, en el marco de la conmemoración de su vigésimo quinto aniversario, presentan en este libro una serie de capítulos resultado de los proyectos interdisciplinares de investigación con sus estudiantes y profesores, a través de los cuales se abordan tres ejes temáticos de gran relevancia, actualidad y que hacen parte de algunos de los principales debates ambientales contemporáneos.


En primer lugar, se incluyen algunos textos sobre áreas protegidas vistas desde el marco del buen vivir, su naturaleza jurídica, sus efectos en la propiedad privada y la participación de campesinos a través de la Mesa Nacional de Concertación “Parques con campesinos”. En este eje se realiza un análisis crítico y propositivo que resalta la importancia de estas áreas y las principales problemáticas que en relación con los temas planteados se han dado.


En segundo lugar, se analiza la complejidad del cambio climático que viene afectando a toda la humanidad y sobre la cual es necesario plantear variadas estrategias para enfrentar las consecuencias que devienen de ella. Se hace referencia al tema desde una visión de la capital colombiana y, posteriormente, se efectúa un estudio desde el análisis crítico del Plan Nacional de Desarrollo.


El último eje tiene que ver con los derechos de los animales. Tiene como punto de partida la ausencia de una protección efectiva y termina por analizar si es aplicable la figura de sujeto de derechos en la protección animal.


Así las cosas, el presente libro es el resultado de las discusiones y los aportes que se plantean al interior de la maestría, los cuales pretenden contribuir en la interpretación de estos tres temas. Desde la academia se busca sumar en la identificación, el análisis y la proposición de soluciones a dichos problemas. Lo anterior teniendo en cuenta que Colombia se ha distinguido paradójicamente por su riqueza, en términos de biodiversidad, pero también como uno de los principales países con conflictos ambientales.


Por tanto, esta obra busca incidir de forma positiva en el análisis de las acciones a seguir en Colombia y para ello presenta las siguientes contribuciones investigativas:


El primer escrito, titulado “Asentamientos ecológicos como implementación del buen vivir en áreas protegidas”, de Camilo Cruz Hernández, tiene como propósito realizar una reflexión sobre el régimen jurídico de las áreas protegidas, especialmente las del Sistema de Parques Nacionales Naturales de Colombia —en adelante, SPNNC—, mediante un acercamiento teórico con el concepto del buen vivir. Esto con el objetivo de incorporar nuevos elementos en la interpretación del contenido normativo de las áreas protegidas.


El análisis inicia con la descripción de los planteamientos del buen vivir como una agrupación de perspectivas que contradicen la visión predominante de desarrollo y progreso, con aportes que provienen de los saberes indígenas y tradicionales y, por otra parte, se analizan las discusiones teóricas sobre la conservación de la naturaleza mediante las áreas naturales protegidas. Para ello se abordan paradigmas en torno a la conservación, como el modelo autoritario o estricto, que defiende la idea de áreas protegidas sin presencia humana, y, el que sostiene que los objetivos de conservación pueden alcanzarse con las comunidades o personas que habitan estos espacios protegidos.


El segundo escrito, de Juliana Andrea Méndez Zambrano, se titula “Naturaleza jurídica de las áreas protegidas y sus efectos en la propiedad privada”. A partir de su estudio, la autora menciona que, con la designación de áreas protegidas en el territorio, el Estado pretende cumplir con sus deberes de proteger la diversidad y conservar las áreas de especial importancia ecológica, consagrados en los artículos 79 y 80 de la Constitución Política de 1991, que ya celebra sus 30 años de expedición, y en el Convenio de Diversidad Biológica ratificado por Colombia. Esta situación cuestiona la propiedad privada como institución jurídica, pues se establecen límites al derecho de dominio que incluso pueden llegar a sacar del comercio bienes que son objeto de dicha afectación.


De esta forma se analiza cuáles son los efectos que tiene en la propiedad privada la constitución de áreas protegidas, mediante una revisión bibliográfica de textos jurídicos, jurisprudencia y legislación, en la que se estudia, en primer lugar, cuál es la naturaleza jurídica de las áreas protegidas y, seguido a esto, sus efectos en la propiedad, para con ello entrar a abordar el tema de las áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales. Lo anterior, para concluir, entre otros aspectos, que las áreas protegidas se erigen como una afectación o limitación al ejercicio de los atributos del derecho de propiedad.


En el tercer capítulo, María Alejandra Salazar, en su texto titulado “La Mesa Nacional de Concertación ‘Parques con campesinos’: la gestión del conflicto por el uso del suelo en Parques Nacionales Naturales desde un enfoque participativo”, señala que Colombia consolida hoy un total de 31 386 027 hectáreas de áreas protegidas, es decir, aproximadamente el 15,16 % del territorio nacional. Sin embargo, a pesar del esfuerzo por consolidar y aumentar las áreas protegidas, esta estrategia de conservación enfrenta hoy situaciones de uso, ocupación y tenencia de comunidades campesinas que generan como consecuencia conflictos socioambientales con la unidad de Parques Nacionales Naturales —en adelante, PNN— debido a la limitación de usos del suelo que restringe muchas de las actividades realizadas por los campesinos.


Con el fin de buscar solución a la problemática planteada, se instauró la Mesa Nacional de Concertación “Parques con campesinos” como un espacio de diálogo entre la institucionalidad y las comunidades campesinas. Esto llevó a que en este capítulo se planteara el interrogante de cómo PNN gestiona los conflictos generados por el cambio de uso de suelo, como consecuencia de la figura de protección de Parques Nacionales Naturales, con los campesinos que habitan esta área desde escenarios de participación nacional.


De otra parte, Johan Sebastián Mosquera Bernal, en el capítulo “La percepción de Bogotá frente a la resiliencia y la adaptación al cambio climático”, analiza la percepción multivariable PESTEL (Política, Económica, Social, Tecnológica, Ecológica y Legal) de los habitantes de Bogotá sobre la resiliencia y la adaptación al cambio climático de la ciudad. Este estudio se realizó a través de una encuesta dirigida a personas con diferentes niveles de ocupación, profesión y/o perfil, que fue realizada a cien habitantes de una población total de 7 200 000 personas, con un nivel de confianza del 95 % y un margen de error del 9,80 %.


Lo referido, teniendo en cuenta que en el marco de la urbanización como mega tendencia global se aborda la importancia de hacer este tipo de análisis en las ciudades con base en los escenarios de cambio climático, el riesgo y la identificación de las principales fuentes de información que contribuyen al conocimiento y apropiación de este fenómeno. Ello con el fin de que los tomadores de decisiones en la ciudad y los ciudadanos reconozcan los parámetros que se deben fortalecer y las estrategias a implementar para la construcción de una ciudad resiliente y adaptada al cambio climático, lo cual se verá reflejado en la formulación participativa y en la aplicación de los instrumentos de adaptación de la ciudad.


Siguiendo con esta temática, Lina María Guerrero Giraldo, en su texto “Análisis de la gestión del cambio climático en Colombia y sus compromisos internacionales a la luz del Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022”, analiza los instrumentos de política pública como los planes de desarrollo nacionales, que indican los propósitos de las acciones gubernamentales y se erigen como el instrumento que permite alcanzar los objetivos públicos en particular, sobre las acciones y recursos destinados a mitigar y adaptarse a los efectos del cambio climático. A partir de acuerdos internacionales sobre el clima, Colombia ha tenido incidencia por medio de los Planes Nacionales de Desarrollo —PND—, los cuales le han permitido emprender acciones legislativas como respuesta a las necesidades del país, en un territorio que presenta altas vulnerabilidades climáticas en ecosistemas, comunidades e infraestructura.


En este capítulo se identifican los hitos más relevantes en las acciones sobre el cambio climático internacional y nacional en el PND, que han incorporado el tema como acciones estatales que soportan el desempeño nacional y que vienen tomando fuerza desde la década de los noventa. A la luz del Acuerdo de París se analiza el cumplimiento de los compromisos de reducción de emisiones y de su desarrollo en el PND 2018-2022, en virtud de los ejes programáticos en mitigación y adaptación y su financiación para alcanzar las Contribuciones Nacionales Determinadas —CND—.


Por último, Martina Salazar Ibarra, en su capítulo “Los animales en el ordenamiento jurídico colombiano: ausencia de protección eficaz”, analiza la existencia de un marcado antropocentrismo, especismo y utilitarismo en la sociedad en general, sus modelos estatales y su desarrollo jurídico. Pero aun con ello, no debe verse a estas corrientes como un obstáculo para debatir y analizar que otras especies, como los animales, tengan una protección eficaz a través del reconocimiento de sus derechos que ampare su integridad, dignidad y respeto.


Luego se presentan las reflexiones propuestas desde otros pensamientos como: el principio alterum non laedere, el biocentrismo, la teoría de los derechos de los animales de Tom Regan, la concepción de ser sujeto de derecho de especial protección, el trato ético hacia los animales de Peter Singer, la autonomía animal de Steven M. Wise, y la posibilidad del ser de Martin Heidegger. Por tanto, este capítulo encuentra conveniente partir con el análisis de la normatividad y jurisprudencia que aborda el tema animal y emite una posible reorientación de estos lineamientos. Para cerrar el trabajo y dejar abierto el debate, se concluye que el ser humano no es el único ser vivo importante, sino que existen otros seres, como los animales, los cuales tienen un valor intrínseco por su sola existencia.


Para dar paso a la lectura de esta obra colectiva, desde los posgrados en Derecho y Gestión Ambiental de la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad del Rosario, queremos reiterar —como parte de la celebración de nuestro primer cuarto de siglo de existencia— nuestro compromiso con la promoción y generación de debates ambientales nacionales e internacionales. Esperamos seguir haciéndolo por muchos años más desde la docencia, la investigación y la extensión. Felices 25 años para todos nuestros estudiantes, profesores, egresados y colaboradores, y toda nuestra gratitud a la comunidad académica rosarista.


Esperamos que todos los lectores disfruten esta obra de conmemoración.


Lina Muñoz Ávila
Gloria Amparo Rodríguez
Las editoras




PARTE I


LAS ÁREAS PROTEGIDAS




Asentamientos ecológicos como implementación del buen vivir en áreas protegidas


Camilo Cruz Hernández*


Resumen




Este capítulo realiza una reflexión sobre el régimen jurídico de las áreas protegidas, especialmente las del Sistema de Parques Nacionales Naturales de Colombia —en adelante, SPNNC—, mediante un acercamiento teórico con el concepto del buen vivir. Lo anterior, con el fin de incorporar nuevos elementos en la interpretación que se haga al contenido normativo de las áreas protegidas. El análisis iniciará por la descripción de los planteamientos del buen vivir como una agrupación de perspectivas que contradicen la visión predominante de desarrollo y progreso, con aportes que provienen del saber indígena y tradicional, pero también de reflexiones académicas que, en todo caso, apuntan al deber de constituir un ser humano validado para la relación armónica con la naturaleza. Por otra parte, se pasará a analizar las discusiones teóricas centrales sobre la conservación de la naturaleza mediante las áreas naturales protegidas. Para ello, se abordará, en primer término, los paradigmas en torno a la conservación: por un lado, el modelo autoritario o estricto, que defiende la idea de áreas protegidas sin presencia humana; y por el otro, el que sostiene que los objetivos de conservación pueden alcanzarse con las comunidades o personas que habitan estos espacios protegidos.


Teniendo en cuenta lo anterior, se realizará un especial énfasis en el régimen jurídico del SPNNC, en aras de plantear que el desarrollo de un concepto como el del buen vivir podría soportar el establecimiento de asentamientos ecológicos para solucionar parte de los conflictos socioambientales en estas áreas protegidas.


Palabras clave: área protegida, buen vivir, asentamientos ecológicos, comunidades locales y permacultura.





Introducción


A pesar de que las áreas protegidas integrantes el SPNNC soportan la vida de los colombianos, dado que suministran directamente de agua al 31 % de la población colombiana e indirectamente al 50 % (Carriazo, Ibáñez y García, 2003), los ecosistemas que protegen, como humedales, zonas de recarga de acuíferos, bosques, páramos, entre otros, presentan transformaciones antrópicas. Según el último informe del Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM, 2017), la deforestación en áreas del SPNNC representó el 5 % del total nacional.


Estas cifras cobran sentido si se tiene en cuenta que dentro del Censo Nacional Agropecuario —CNA— se reportan cerca de 17 000 unidades de producción agropecuaria dentro del SPNNC (Departamento Administrativo Nacional de Estadística - DANE, 2014). Según este mismo censo, el 65,0 % del total de la población residente en el área rural dispersa censada en el SPNNC se clasifica en situación de pobreza. Sobre las actividades que realiza esta población, según el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS, 2019), la actividad pecuaria presenta gran relevancia para la población con actividades productivas al interior de las áreas del SPNNC.


Los datos anteriores permiten dibujar un panorama de conflictos socioambientales en las áreas del SPNNC. De acuerdo con De Pourcq, Thomas, Van Damme y León (2017) existen cinco fuerzas motrices que contribuyen a desatar estos conflictos: i) el énfasis histórico de los enfoques de la política ambiental en torno a la conservación de la naturaleza ii) la precaria capacidad administrativa de las áreas del SPNNC; ii) la ausencia de claridad y coherencia en las apuestas del Estado; vi) el conflicto armado; y v) la débil capacidad de las organizaciones comunitarias. Así mismo, estos autores identifican las siguientes causas originarias del conflicto socioambiental, las cuales operan de forma sinérgica: desplazamiento forzado, deficiencia en la participación local, exclusión social, limitaciones y exclusión en el uso de bienes y servicios ambientales; y empobrecimiento.


Bajo este panorama de conflictos socioambientales, surge la necesidad de pensar en una plataforma política alternativa que asigne nuevos valores para relacionarse de forma armónica con los semejantes y con la naturaleza. El buen vivir aparece entonces como una estructura para el debate político sobre las alternativas al desarrollo y para la solución de conflictos socioambientales. Postula este concepto otra ética para reconocer y asignar valores al entorno, más allá de la acumulación del capital, el consumo y la vida lujosa, el abandono de las pretensiones de instrumentalización y manipulación de la naturaleza y pone de manifiesto una crítica a la concepción de la naturaleza como una canasta de recursos (Gudynas, 2011a).


De esta manera, la finalidad del presente capítulo es realizar un análisis conceptual de cómo el buen vivir materializaría la implementación de asentamientos ecológicos en algunas áreas protegidas y en especial en las áreas del SPNNC. En otras palabras, el objetivo del texto es formular, a la luz del concepto del buen vivir, una alternativa para alivianar los conflictos socioambientales, de forma tal que mediante los asentamientos ecológicos se compatibilice la conservación y el uso y aprovechamiento de la naturaleza en territorios con regímenes especiales de protección.


El presente estudio se desarrollará en un marco teórico y metodológico que busca indagar el conocimiento necesario en relación con las áreas protegidas por medio de la sistematización de su régimen jurídico en Colombia y una revisión bibliográfica de su modelo conceptual, para así contrastarlo con el concepto del buen vivir a efectos de identificar cómo los asentamientos ecológicos podrían aportar a la solución de conflictos socioambientales como estrategia aplicable en Colombia.


1. Sobre la conservación y las áreas protegidas en Colombia


1.1. Paradigmas de conservación


La International Union for Conservation of Nature —IUCN— define a las áreas protegidas como: “Un espacio geográfico claramente definido, reconocido, dedicado y gestionado, mediante medios legales u otros tipos de medios eficaces para conseguir la conservación a largo plazo de la naturaleza y de sus servicios ecosistémicos y sus valores culturales asociados” (Dudley, 2008, p. 10). Las áreas protegidas como estrategia de conservación encuentran validez, fundamentación y sentido en las visiones de la naturaleza y en la concepción de la relación del ser humano con esta, veamos.


Desde perspectivas utilitaristas —las que conciben a la naturaleza como una canasta de recursos, y como medio para la acumulación de riquezas— se desarrollaron algunas posturas para la protección del ambiente. Señala Worster (1995) que las medidas proteccionistas de la naturaleza también son compatibles con las posturas progresionistas, que defienden el crecimiento económico perpetuo. Lo anterior dado que bajo esta posición no se protege la naturaleza per se sino los recursos que alimentan a la economía. Un ejemplo de ello es Gifford Pinchot, creador del Servicio Forestal de Estados Unidos, quien concebía a la conservación como el desarrollo y uso de la tierra y todos sus recursos para el permanente beneficio de los hombres (Worster, 1994).


Como señala Gudynas (1999), la desaparición de ecosistemas de especial relevancia ambiental —como los de la Amazonía por efectos de la deforestación— permitió soportar las medidas preservacionistas del ambiente, con el fin de excluir sitios de intervenciones antrópicas y mantener intangibles territorios que aparentemente estaban deshabitados por el ser humano.


Las áreas protegidas como una estrategia de protección ambiental surgieron en un primer momento bajo los mismos planteamientos sobre los cuales se concibió el Parque Nacional Yellowstone en Estados Unidos. Bajo este enfoque, la idea de aislar la naturaleza del hombre para mantenerla prístina, era la forma más efectiva de proteger la naturaleza. Sin embargo, para la creación de este parque en 1872, se desplazaron a las comunidades indígenas norteamericanas shoshone, crow y pies negros que lo habitaban (Rojas, 2014).


La presencia de comunidades locales dentro de las áreas naturales se configuró como una dificultad, dado que las personas, con sus productos, usos y costumbres, no representaban la verdadera esencia de lo natural (Gudynas, 1999). Sobre este aspecto, Diegues (2000) realiza un examen crítico sobre las posturas preservacionistas y determina que las áreas llamadas silvestres en América Latina han sido habitadas por comunidades indígenas desde tiempos inmemorables. Sobre este punto McNeely (1994) indica que el tener en cuenta que cada rincón del planeta y gran parte de los ecosistemas ricos en biodiversidad se encontraban habitados y manejados por comunidades locales hizo que el paradigma de la conservación de áreas protegidas sin gente se transformara desde finales de los años sesenta del siglo pasado y empezara a resaltarse que el manejo de estas zonas estratégicas implica tejer relaciones de gobernanza y de diálogo efectivas.


1.2. Antecedentes de las áreas protegidas en Colombia


En Colombia la conservación de la biodiversidad surgió como una herramienta para el mantenimiento de actividades económicas (Rojas, 2014). La idea de crear áreas protegidas empezó bajo la finalidad de proteger a los ecosistemas que garantizaban la oferta hídrica para la producción agraria y por el precio de la madera que los bosques albergaban. Así, la creación de áreas protegidas en Colombia tuvo sus inicios en 1936, fecha en que se expidió la Ley 200 de reforma agraria que viabiliza la creación de las Zonas de Reserva Forestal en los terrenos públicos o privados necesarios para el aumento del caudal hídrico.


De esta manera, y bajo la Ley 200, en 1938 se crearon las primeras reservas forestales protectoras nacionales por parte del Ministerio de Economía, establecidas con la finalidad de que la industria de la caña en el Valle del Cauca, pudiese seguir manteniéndose gracias a la oferta hídrica que suministraban los ecosistemas. Entonces, las reservas forestales de Río Cali, Río Guabas y Cerro Dapa-Carisucio, según Rojas (2014), se declararon para garantizar el recurso hídrico de las actividades agrarias.


Aparte de las reservas forestales, Colombia cuenta con dos antecedentes importantes de lo que hoy se denominan áreas protegidas: el embalse El Muña, que fue declarado en 1943 “zona vedada para la caza y la pesca”, destinado al uso sostenible de la fauna (Franco, 2015); y la reserva nacional La Macarena, declarada en 1948, y con la Ley 52 destinada como Reserva Biológica Natural para estudios de ciencias naturales.


También se tiene el Decreto Ley 2278 de 1953, a través del cual se establecieron disposiciones para la conservación, recuperación y vigilancia de bosques; también para su explotación, movilización y exportación. En este se clasificaron los bosques y se dictaron normas sobre Zonas Forestales Protectoras y de interés general (Decreto Ley 2278, 1953, art. 1.o).


Más adelante, en 1959, el Congreso Nacional promulgó la Ley 2.a sobre economía forestal de la nación y conservación de recursos naturales renovables. Con esta Ley se declararon las siete grandes Reservas Forestales Nacionales del país y se establecieron también los principios básicos para la creación de los Parques Nacionales (Ley 2.a, 1959, art. 3.o). Con fundamento en ello, en 1960 se declaró el primer Parque Nacional Cueva de los Guácharos, ubicado en el departamento del Huila.


Posteriormente nació la Corporación para los valles del Sinú y el Magdalena en 1960. Con esta institución, que se dedicó a la investigación, conservación y protección de los ecosistemas en la región Caribe, se declararon las primeras áreas del SPNNC, para defender lo que ellos percibieron como riquezas naturales: el Tayrona, la isla de Salamanca y la Sierra Nevada.


Más adelante, mediante el Decreto Ley 2420 de 1968, se creó el Instituto de Desarrollo de los Recursos Naturales —INDERENA— por parte del gobierno nacional. Esta creación implicó la modificación de la anterior división de recursos naturales del Ministerio de Agricultura con el fin de fusionarla con la de la Corporación Autónoma Regional del Valle del Magdalena —CVM—.


Otro hito normativo para destacar es el Acuerdo 42 de 1971 (Estatuto de las Reservaciones de SPNNC), norma mediante la cual se fijan las primeras pautas de administración y manejo de estas áreas protegidas.


Luego, mediante la Ley 23 de 1973 se faculta al presidente para emitir el Código de los Recursos Naturales Renovables —CNRNR—. Este código fue expedido mediante el Decreto Ley 2811 de 1974, norma considerada como la base de toda la legislación ambiental en el país y modelo en América Latina (Rodríguez, 1994). Este código sentó las bases del SPNNC y de otras áreas de manejo especial, e hizo posible que durante este periodo se viviera la mayor declaratoria de áreas protegidas de carácter nacional en el país.


En 1977, con el Decreto 622, se reglamenta este código en lo respectivo al SPNNC. Se consagró de esta manera en el ordenamiento jurídico colombiano el régimen jurídico de las áreas del SPNNC: objetivos, misión, destinación, actividades permitidas y zonificación, etc.


De acuerdo con Rojas (2014), al mismo tiempo de la evolución de esta normatividad, comienzan a aparecer las áreas protegidas regionales. Lo anterior debido a que para esta época ya se contaban con 18 corporaciones autónomas regionales, vinculadas en su mayoría al Departamento Nacional de Planeación —DNP—.


En 1991 los asuntos ambientales tuvieron un cimiento constitucional, pues en este año se promulgó la Constitución Política de Colombia, que incluyó aproximadamente 79 artículos con referencias ambientales encaminados al funcionamiento del país bajo la concepción de un Estado social de derecho regido por los principios de protección ambiental, el derecho a un ambiente sano y el deber de proteger las áreas de especial importancia ecológica.


Bajo esta Constitución se promulgó la Ley 99 de 1993. Esta norma configura la institucionalidad en materia ambiental del país, dado que crea el Sistema Nacional Ambiental —SINA— en cabeza del Ministerio de Ambiente, el cual se encarga de todos los temas ambientales, estén o no relacionados con áreas protegidas.


Más adelante, mediante la Ley 165 de 1994 se ratifica por Colombia el Convenio de Diversidad Biológica que, como aspecto para destacar, obliga a los signatarios a la creación de Sistemas Nacionales de Áreas Protegidas —SINAP—. Este Sistema se reglamentó en Colombia en el año 2010 con el Decreto 2372. Con este decreto se ordenan de forma sistémica y coherente los conceptos y elementos jurídicos de las áreas protegidas del país.


La reglamentación de este sistema implicó para el gobierno nacional la integración de las distintas categorías de protección que habían sido establecidas en otras disposiciones legales, y de los actores que intervienen en su designación, administración y manejo. Así, con el Decreto reglamentario 2372 de 2010 se estableció una visión sistémica de las áreas protegidas, pues se fijaron objetivos, criterios, directrices y procedimientos para la selección y el establecimiento para las distintas categorías de áreas protegidas, con el fin de constituir una estructura en pro de la conservación de forma ordenada, uniforme y coherente, y así hacer posible la realización de los fines generales de conservación del país. También se crearon algunos mecanismos que permiten la coordinación del sistema como el caso del Registro Nacional de Áreas Protegidas —RUNAP—1.


1.3. Régimen jurídico de las áreas protegidas en Colombia


Colombia cuenta con un Sistema Nacional de Áreas Protegidas —SINAP— reglamentado a través del Decreto 2372 de 2010 (hoy compilado en el Decreto 1076 de 2015). Este decreto organizó las figuras de conservación que existían en el país, así como las diferentes funciones y competencias de las entidades estatales en la materia.


Según este Decreto, el SINAP, está conformado por todas las áreas protegidas del país, también por los actores sociales e institucionales y por las estrategias que las articulan (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.1.3.).


Las categorías de áreas protegidas que incluye el SINAP son: áreas protegidas públicas: a) las del SPNNC; b) las Reservas Forestales Protectoras; c) los Parques Naturales Regionales; d) los Distritos de Manejo Integrado; e) los Distritos de Conservación de Suelos; f) las Áreas de Recreación. Como categoría privada: las Reservas Naturales de la Sociedad Civil (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.1.).


La diferencia entre las categorías está dada por los atributos de la biodiversidad inmersos en cada categoría de área protegida (estructura, composición y función); también por las escalas de los ecosistemas que protegen (nacional y regional), las formas de administración (públicas y privadas) y las actividades permitidas en su interior.


Sobre los criterios para la constitución de áreas protegidas se tienen los biofísicos: representatividad, irremplazabilidad, grado de amenaza, integridad ecológica; y los socioeconómicos y culturales: dinámicas de las comunidades y atores, propiedad y tenencia de la tierra, beneficios ambientales a la comunidad humana, sistemas de producción (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.5.1.).


El instrumento de gestión y manejo de las áreas protegidas es denominado Plan de Manejo. Este se formula por un término de cinco años y tiene tres componentes (i. de diagnóstico, ii. de ordenamiento y iii. estratégico). En este instrumento de planificación se establece la zonificación y se regulan los usos, dentro de otros aspectos (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.6.5.).


Como se ha señalado, el Decreto 2372 de 2010 se ocupó de definir los usos o actividades permitidas para cada una de las categorías del SINAP. No obstante, no reguló las de SPNNC, pues el régimen de usos para esta categoría ya estaba definido por el CNRNR y el Decreto 622 de 1977 (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.2.).


De esta manera se describirá a continuación el régimen de usos para las categorías de áreas protegidas que estableció el Decreto 2372 de 2010. Para este efecto, se señalará la definición de cada actividad, luego las actividades que permiten las categorías, y posteriormente el régimen de usos específico para las áreas del SPNNC.


Así pues, el Decreto en mención hace referencia a cinco actividades permitidas para las áreas protegidas, actividades de: preservación, restauración, uso sostenible, disfrute y conocimiento.




• Por actividades de preservación, señala el decreto que son el conjunto de actividades de protección, regulación, ordenamiento y control y vigilancia dirigidas a mantener los atributos, de composición, estructura y función de la biodiversidad (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.4.1.).


• Las actividades de restauración son definidas como aquellas de recuperación y rehabilitación de ecosistemas, manejo, repoblación, reintroducción o trasplante de especies y enriquecimiento y manejo de hábitats. Según la norma, se pueden llevar a cabo estas mediante procesos inducidos por humanos para lograr los objetivos de conservación del área protegida (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.4.1.).


• Las acciones realizadas de producción, extracción, construcción, adecuación o mantenimiento de infraestructura; actividades agrícolas, ganaderas, mineras, forestales, industriales; y los proyectos de desarrollo y habitacionales no nucleados bajo un esquema compatible con los objetivos de conservación se han concebido como actividades de uso sostenible (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.4.1.).


• Las actividades de recreación y ecoturismo, incluyendo adecuación o mantenimiento de la infraestructura por actividades de disfrute (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.4.1.).


• Por último, se han definido las actividades de conocimiento, como las actividades de investigación, monitoreo o educación ambiental que aumenten la información, el conocimiento, el intercambio de saberes, sensibilidad y conciencia frente a temas ambientales, y la comprensión de valores y funciones de la biodiversidad (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.4.1.).





Señalado lo anterior, se presentan las categorías de áreas protegidas con sus actividades compatibles, de acuerdo con su definición y alcance:




• Las Reservas Forestales Protectoras fueron definidas como aquella área en la que los ecosistemas de bosque mantienen su función, aunque su estructura y composición haya sido modificada. Esta categoría admite actividades de: preservación, uso sostenible, restauración, conocimiento y disfrute. De acuerdo con el parágrafo del artículo 12 del Decreto 2372 de 2010, el uso sostenible de las Reservas Forestales protectoras significa la obtención de frutos secundarios del bosque. Es decir, el aprovechamiento de los productos maderables, frutos, flores, fibras, cortezas, hojas, semillas, gomas, resinas y exudados (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.3.).


• Los Parques Naturales Regionales fueron definidos como el espacio geográfico en el que paisajes y ecosistemas estratégicos en la escala regional mantienen la estructura, composición y función, así como los procesos ecológicos y evolutivos que los sustentan. Esta categoría admite actividades de: preservación, restauración, conocimiento y disfrute (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.4.).


• Los Distritos de Manejo Integrado son aquella área protegida en la que los paisajes y ecosistemas mantienen su composición y función, aunque su estructura haya sido modificada. Esta categoría admite actividades de: uso sostenible, preservación, restauración, conocimiento y disfrute (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.5.).


• Los Distritos de Conservación de Suelos son aquella categoría en cuyos ecosistemas estratégicos en la escala regional mantienen su función, aunque su estructura y composición hayan sido modificadas y aportan esencialmente a la generación de bienes y servicios ambientales. Esta área se delimita para someterla a un manejo especial orientado a la recuperación de suelos alterados o degradados o la prevención de fenómenos que causen alteración o degradación en áreas especialmente vulnerables por sus condiciones físicas o climáticas o por la clase de utilidad que en ellas se desarrolla. La categoría admite actividades de: restauración, uso sostenible, preservación, conocimiento y disfrute (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.7.).


• Las Áreas de Recreación son aquel espacio geográfico en el que los paisajes y ecosistemas estratégicos en la escala regional mantienen la función, aunque su estructura y composición hayan sido modificadas, con un potencial significativo de recuperación. La categoría admite actividades de: restauración, uso sostenible, conocimiento y disfrute (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.6.).


• Las Reservas Naturales de la Sociedad Civil corresponden a la iniciativa del propietario del predio, de manera libre, voluntaria y autónoma, de destinar la totalidad o parte de su inmueble como reserva natural de la sociedad civil. Esta categoría privada es aquella área de un inmueble que conserva una muestra de un ecosistema natural y es declarada con la finalidad de ser manejada bajo los principios de sustentabilidad en el uso de los recursos naturales, y que por la voluntad de su propietario se destina para su uso sostenible, preservación o restauración con vocación de largo plazo2 (Decreto 1076, 2015, art. 2.2.2.1.2.8.).





Por último, las áreas del SPNNC (conformadas por: Parque Nacional, Reserva Natural, Área Natural Única, Santuario de Flora y Fauna y Vía Parque), que son administradas y manejadas de acuerdo con el Decreto 3572 de 2011 por parte de Parques Nacionales Naturales de Colombia —PNNC—, cuentan con unas actividades permitidas propias. Esto significa que además de las actividades permitidas que aplican para todas las áreas del SINAP —ya referenciadas—, existen unas específicas para las áreas del SPNNC, que son las de conservación, investigación, educación, recreación y cultura, y recuperación y control (Código de los Recursos Naturales Renovables, 1974, art. 332), las cuales son definidas de la siguiente manera:


Las de conservación son aquellas destinadas a mantener el estado propio de los recursos naturales renovables y fomentan el equilibrio biológico de los ecosistemas. Las que contribuyen al conocimiento de los ecosistemas y de aspectos arqueológicos y culturales para aplicarlos al manejo y uso de los valores naturales del país, son las actividades de investigación. Aquellas destinadas a enseñar el manejo, uso y conservación de los valores existentes y a promover el conocimiento de las riquezas naturales e históricas y su necesidad de conservarlas, son las actividades de educación.
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